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l. I NTRODUCCIÓN 

El4/5/20061a RepúblicaArgentina interpuso ante la Corte Internac ional 
de Justicia (C IJ) una so licitud de demanda contra la República Oriental 
del Uruguay. El objeto del di fe rendo es la violac ión, por parte de la de­
mandada, de las ob ligac iones que emanan del Estatuto de l Río Uruguay 
de 1975 1, debido a la autorizac ión de construcc ión, la construcc ión y la 
eventual puesta en func ionamiento de dos pl antas de ce lulosa sobre el río 
Uruguay, particularm ente teni endo en cuenta los efectos de dichas activi ­
dades sobre la ca lidad de las aguas del mencionado río, as í como sobre su 
zona de influencia 2 . 

· La autora es profesora de Derecho Internac ional Públi co de la 13.1\. UCA, UTDT, 
ESGN. Las opin iones aqu í vert idas son exclusivamente a títul o personal. 

1 Este tratado fut: fi rmado el 26/211975 y entró en vigor el 18/911976. De acuerdo con 
el an. 1°, cl Estatuto se acordó en cumplim iento de lo clispucsto en el Tratado de Lím itcs 
en el Río Uruguay de 196 1, ··con el fi n de establecer los mecanismos comunes necesarios 
para el óptimo y racional aprovechami ento del Río Uruguay. y cn estricta observancia de los 
derechos y obligaciones emergentes de los tratados y demás compromisos internacionah.: s 
vigentes para cualquiera de las Partes··. 

2 Affaire relative á des usines de piite á papier sur le f leuve Uruguay (A rgentine v. 
Uruguay), Requele introductive d 'instance. parág. 2 <hllp:llwww. icj-clj. orgl .. > 
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La República Argentina sostiene que Uruguay no re petó los proce­
dimientos previstos en el Capítulo 11 del Estatuto de 1975 3, al autorizar 
en octubre de 2003 de manera unilateral a la sociedad española E CE a 
construir una planta de celulosa ---denominada "Celulosa de M ' Bopicuá" 
(CMB)-- en las inmediaciones de la ciudad uruguaya de Fray Bentos. 
Dicha autorización fue otorgada sin respetar el proceso de información y 
consulta previa exigido por el Estatuto de 1975. Uruguay no brindó a la 
Comisión Administradora del Río Uruguay (CARU) - creada por el pro-

3 Las disposiciones re levantes del Capítulo 11 del Estatuto del Río Uruguay son las 
siguientes: 

Art. 7°.- "La Parte que proyecte la construcción de nuevos canal es, la modificación o 
al teración signifi cativa de los ya ex istentes o la realización de cualesquiera otras obras de 
entidad suficiente para afectar la navegación, el régimen del Río o la calidad de sus aguas, 
deberá comunicarlo a la Comisión, la cual determinará sumariamente, y en un plazo má-x i­
mo de treinta días, si el proyecto puede producir perjuicio sensible a la otra Parte. Si así se 
resolviere o no se llegare a una decisión al respecto, la Parte interesada deberá notifi car el 
proyecto a la otra Parte a través de la mi sma Comisión. En la noti ficac ión deberán fi gurar 
los aspectos esenciales de la obra y, si fue re el caso, el modo de su operación y los dem ás 
datos técn icos que permitan a la Parte noti fi cada hacer una evaluación del erecto probab le 
que la obra ocas ionará a la navegación, al régimen del Río o a la calidad de sus aguas" (lo 
resaltado es nuestro). 

Art. 8°- " La Parte notificada dispondrá de un pl azo de ciento ochenta días para ex­
pedirse sobre el proyecto, a partir del día en que su Delegación ante la Comisión haya 
recibido la notificación . En el caso de que la documentación mencionada en el art. 7° fuere 
incompleta, la Parte notificada dispondrá de treinta días para hacérselo saber a la Parte que 
proyecte realizar la obra, por intermedio de la Comisión . .. . ". 

Art. 9°- "Si la Parte notificada no opusiere objeciones o no contestare dentro del 
plazo establecido en el art. 8°, la otra Parte podrá realizar o autorizar la reali zación de la 
obra proyectada". 

Art. 10.- ' 'La Parte notificada tendrá derecho a in speccionar las obras que se estén 
ejecutando para comprobar si se ajustan al proyecto presentado". 

;\rt. 11 .- "Si la Parte notificada llegare a la conclusión de que la ejecución de la obra o 
el programa de operación puede producir perj uicio sensi ble a la navegac ión. al régimen dt:l 
Rio o a la cal idad de sus aguas, lo comunicará a la otra Parte por intermed io de la Comisión 
dentro del plazo de ciento ochenta días fijado en el art. 8°. La comunicación deberá precisar 
cuáles aspectos ele la obra o del programa de operac ión podrán causar un perjuicio sensibl e 
a la navegación. al régimen del Río o a la caliclacl ele sus aguas, las razones técnicas que 
permitan llegar a esa conclusión y las modifi caciones que sugiera al proyecto o programa 
ele operac ión". 

Art. 12.- "Si las Partes no ll egaren a un acuerdo, den tro ele los ciento ochenta días 
contados a partir de la comunicación a que se refiere el art. 11 , se observará el procedimien­
to indicado en el Capítulo XV''. 

Art. 13.- " Las normas establecidas en los art s. 7 a 12 se aplicarán a todas las obras a 
que se refi ere el art . 7°. sean nacionales o binacionalcs. que cualquiera ele las Partes proyecte 
rea li zar, dentro de su jurisdicción, en el Río Uruguay f uera deiLramo definido como Río y 
en las respectivas áreas de influencia de ambos tramos" (lo resa ltado es nuestro). 
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pío Estatuto--, así como tampoco a la República Argentina, la info rmac ión 
necesaria - ta l como datos técnicos concernientes a la pl anta proyectada 
o al modo prev isto para su operac ión- que permitiera eva luar los efectos 
adversos a l río, a la ca lidad de sus aguas o al medio ambi ente. 

Asi mismo, la Argentina a lega que la demandada incumplió nueva­
mente con sus obligac iones convenciona les al auto ri za r unilatera lm ente, 
en feb rero de 2005, a la empresa fi nlandesa BOTN IA a construi r una planta 
de celulosa -denominada "Orion"- a sólo 7 kilómetros de la proyectada 
planta "CMB", s in informar previamente a la CA RU ni a la Argentina acer­
ca de dicho proyecto 4

. Una vez más se vio ló e l procedimiento establec ido 
por el Estatuto de 1975 , agravándose la controversia entre los dos países 
vec inos. 

En consecuenc ia, Uruguay incumplió la obligación de informar pre­
viamente a la CAR U y al gobierno argentino acerca de la construcc ión 
de las dos plantas, así como de seguir los procedimientos prev istos en e l 
Capítulo 11 de l Estatuto de 1975, y la obligac ión de no autorizar la cons­
trucción de las obras proyectadas sin haber agotado e l mecanismo prev isto 
en e l menc ionado tratado 5 . 

La República Argentina también pone de manifiesto la v io lac ión por 
parte de Uruguay de la obligación de tomar todas las medidas necesarias 
para la utilización rac iona l y óptima de l río Uruguay; la obligación de pre­
servar el medio acuático y de impedir la contaminac ión; la obligación de 
no causar daños transfronterizos sobre la ribera opuesta y las zonas de in­
flu encia de l río; la ob li gación de no frustrar la utili zac ión de l río para fin es 
lícitos, as í como otras obl igaciones que emanan de l derecho internac ional 
general que resultan necesarias para la aplicación de l Estatuto de 1975 6

. 

La base de jurisdicción de la C IJ es el art. 60 de l Estatuto de l Río 
Uruguay que, en su parte pertinente, di spone: "Toda controvers ia acerca 
de la interpretac ión o aplicac ión del Tratado y de l Estatuto que no pudie re 
so lucionarse por negoc iac iones di rectas, podrá ser sometida, por cua lquie­
ra de las Partes, a la Corte Internac ional de Justicia" . 

Conj untamente, la Repúbl ica Argentina requirió a la Corte la ind ica­
ción de medidas provi siona les 7 con e l fi n de salvaguardar sus derechos 

4 Requéte introductive d 'instance, cit. , parágs. 12- 13. 
5 lbíd .. parág. 24. 
,, lbíd . 
7 Las medidas provi sionales co nsisten en "acciones o abstenciones dispuestas por los 

jueces y árbitros internac ionales primafacie competentes en un asunto, en caso de urgencia. 
con e l fin de preservar los derechos de las partes contend ientes o los bienes en liti g io, así 
como la e fi cac ia del prop io proceso, incluyendo la protección de los medios de prueba y 
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hasta tanto se dicta ra e l fa llo sobre el fondo del asunto 8. A 1 momento del 
pedido, la empresa Botnia avanzaba de manera ace lerada con la construc­
ción de la Planta "Orion", mientras que la empresa Ence había suspendido 
los trabajos de construcción de la planta "CMB" hasta el 28/6/2006. 

Las medidas prov isionales so licitadas por la Argentina eran: 
a) que mientras se encontrara pendiente el fallo definiti vo de la Corte, 

Uruguay: 
(i) suspendiera inmediatamente todas las auto rizac iones para la cons­

trucc ión de las plantas "CMB" y "Ori on"; 
( ii ) tomara las medidas necesarias para suspender los trabajos de 

construcc ión de "Orion"; y 
(iii ) tomara las medidas necesarias para asegurar que la suspensión de 

los trabajo de "CMB" se prolongara más all á del 28 de j uni o de 2006; 
b) que Uruguay cooperara de buena fe con la Argentina en vista de 

asegurar la utilizac ión raciona l y óptim a del río Uruguay, a fin de proteger 
y preservar el medi o acuático y de impedir la contaminac ión; 

e) que mientras se encontrara pendiente el fallo definiti vo de la Cor1e, 
Uruguay se abstuviera de tomar toda otra medida unilatera l re lati va a la 
construcción de la pl antas "CMB" y "Orion" que no respetara el Estatuto 
de 1975 y las otras reglas de derecho internacional necesarias para su in­
terpretac ión y aplicac ión; 

d) que Uruguay se abstuviera de toda otra medida que pudiera agra­
var, extender o tornar más difíc il e l arreglo del diferendo objeto de la in s­
tancia en cuestión 9 . 

El 13 de julio de 2006 la CIJ dec idió no hacer lugar a la so li citud 
de medida prov i ionales 10

. Más allá de la negativa, la prov idencia de la 
Cor1e presenta aspectos que resultan interesantes para analizar a la luz de 
las norm as que ri gen el procedimiento de medidas prov isionales y de la 
jurisprudencia vinculada a casos de imilar relevancia. 

las personas a él vinculadas, o de impedir que se agrave o extienda la controvers ia, estando 
pendiente la sentencia fi nal' '. Al respecto. ver Go 'ZÁLEZ APOLJTANO, S. , Las medidas pro­
visionales en derecho internacional ante las cortes y tribunales internacionales. La Ley, 
Buenos Aires, 2004, p. 9. 

' Affaire relative a des usines de póte a papier sur le .fleuve Uruguay (A rgemine V. 

Uruguay) , Demande en indica/ion de mesures conservatoiresprésentée par le Couvernement 
de la République argentine. parág. 4 <http://www.icj-cij.org/. .. >. 

'' lbíd .. parág. 16. 

'" Affaire relative a des usines de póte á papier sur le jleuve Uruguay (A rgenline V. 

Uruguay), Demande en indica/ion de mesures conservatoires, Ordonnance, 13/7/2006, pa­
rág. 87 <http://www.icj-cij.org/ .. >. 
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11. R EQUISITOS PARA LA 1 DICA IÓN DE MEDIDAS PROVISIO /\LES 

El art. 4 1, inc. 1, del Estatuto de la C IJ establece: " La Corte tendrá 
facultad pa ra indicar, s i cons idera que las circunstancias así lo ex igen, las 
medidas provis ionales que deban tomarse para resguardar los derechos de 
cada una de la partes" . 

Sobre la base de la jurisprudencia de este tribuna l en ap licac ió n de 
dicha dispos ic ión, seguida también en el seno de otros tribunales inte rna­
c ionales,· tanto judiciales como arbitrales, pueden deduc irse c iertos req ui ­
sitos o presupuestos básicos para el dictado de medidas prov is ionales: la 
ex istenc ia de un derecho a proteger en conexión con la causa principal , 
e l pe ligro en la demora (urgenc ia y ri esgo de perjuicio irreparab le) y la 
ex istenciaprimafacie de una base dej uri di cc ión. Junto a e llos también se 
sue le verificar, en algunos casos, la admisibilidad primafacie de la deman­
da y la no anticipación de l fallo sobre e l fondo de l as unto 11

• 

l. Jurisdicciónprimajacie de la CIJ y admisibilidad 
primajacie de la demanda 

La demandante, como ya se ade lantó, basó la jurisd icc ió n de l tribun a l 
en e l art. 60 de l Estatuto de 1975 y en e l a rt . 36, inc. 1, de l E ta tuto de la 
C IJ . La Corte encontraba que tenía compete ncia para entender en e l caso a l 
no haber tenido éx ito e l proce o de negoc iac iones directas entre Argentina 
y Uruguay 12

• 

Uruguay no cuestionaba e l hecho de que e l ar1. 60 de l Estatuto de 1975 
constituyera prima jacie la base de jurisdicción de la Cor1e a los efectos de 
indicar medidas prov isionales. Pero, s in embargo, sostenía que tal di sposi­
c ión só lo confería jurisdicción en re lación con los reclam os v inculados a la 
"ca lidad de las aguas" de l río. La parte demandada excluía cuesti ones tal es 
como las concernientes a l turi smo, va lor de la propiedad rural y urbana, 
acti vidades pro fes ionales, ni ve les de desempleo, entre otras 13

• 

Contrariam ente, Argentina mantuvo su postura ace rca de que e l 
Estatuto de 1975 brindaba protecc ión no só lo respecto de la contaminación 
de l río , s ino respecto de cua lquie r tipo de contaminac ión como la que cau­
saba la construcc ión de las plantas debido a sus consecuenc ias económicas 
y soc ia les 14

. 

11 Cfr. G ONZÁ J.EZ N AI'OJ.JTANO, S., Las medidas provisionales .. . cit. , ps. 66 y 97 . 
12 Affaire relative a des usines .. , Ordonnance. cit. , parág. 3. 
13 lbíd., parág. 42. 
14 lbíd .. parág. 49. 
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La Corte destacó, como lo hizo siempre en este tipo de providencias, 
que a los efectos de la indicac ión de medidas provisionales no era necesa­
rio eva luar si definitivamente existía jurisdicción sobre el fondo del ca o, 
in o que le bastaba con verificar que prima fac ie se había estab lecido una 

ba e de juri sd icc ión 15
• 

Asimismo puntualizó que Uruguay no negaba que la Corte tuviera 
jurisdicción bajo el art. 60 del Estatuto de 1975, sino que dicho Estado " li­
mitaba" la jurisdicción al considerar que dicha disposición no cubría algu­
nas posibles consecuencias económicas de las plantas 16

. Para la Corte lo 
imporiante era que Argentina y Uruguay estaban de acuerdo en que existía 
j urisdicción respecto de los derechos a los cuales se aplicaba el art. 60 del 
Estatuto de 1975 , y, por lo tanto, consideró que existía primafacie base de 
jurisdicción para considerar el pedido de medidas prov isionales, s in nece­
sidad de expedirse sobre el punto planteado por Uruguay 17

. 

Independientemente de ello, la Corte enfatizó, como hace en todas las 
providencias sobre med idas prov isionales, que su decisión en esta etapa de 
ningun a manera prejuzga acerca de la jurisdicción de la Corte respecto del 
mérito del asunto ni sobre ninguna cuestión relativa a la admisibilidad de 
la demanda 18

• 

2. Los derechos a ser protegidos a través de las medidas solicitadas 

La República Argentina invocó la necesidad de obtener las medidas 
requeridas para proteger derechos, tanto de carácter o naturaleza sustancial 
como procedimental. Los derechos de carácter sustancial se relacionan con 
obligaciones de resultado, tal como aquella asumida por Uruguay de no 
permitir ninguna construcción antes de cumplir con los requi sitos esta­
blecidos por el Estatuto de 1975 o la obligación de no causar contaminación 
al medio acuát ico o daños económicos, como por ejemplo, a l turismo 19

. 

Los derechos de carácter procedimental se relacionan con la ob ligación de 
Uruguay de mantener a la Argentina plenamente informada, de consultarla 
prev iamente y de acceder al mecanismo de so lución de di sputas previsto 
en el Estatuto de 1975 antes de autorizar (o comenzar) cualquier trabajo de 

11 lb íd .. parág. 57. 

"' lbíd., parág. 58. 
17 lbíd., parág. 59. 

'" lbíd., parág. 85 . 
'" Audiencie publique, 8/6/2006, Comple rendu, p. 28, parág. 3 <hllp:l/www.icj-cij. 

org! .. >. 



SIL VI NA S. GONZÁLEZ NAPOLITANO 179 

construcc ión en e l área protegida por dicho tratado 20 . El Estatuto de 1975 
no só lo protege a l río Uruguay, s ino también a sus " respectivas áreas de 
influenc ia", ta l como dispone expresamente el art . 13. 

Por su parte, Uruguay alegó que había cumplido su obli gac iones 
tanto sustantivas como procedimenta les bajo e l Estatuto de 1975 y so lici­
taba a la Corte que preservara su derecho soberano de implementar en su 
territorio proyectos de desarro llo económico sostenible. Según Uruguay, 
la medida de suspens ión solicitada por la Argentina iba a ca usar daños 
irreparables a sus derechos 21

• 

Uruguay cons ideraba que las medidas prov isiona les so lic itadas care­
cían de sustanc ia porque aun aplicando los más altos estándares interna­
cionales para contro l de la contaminación en las dos plantas en cuestión, 
se cumplía con las obli gaciones emanantes del Estatuto de 1975 22

. Para la 
demandada, las di spos iciones de este último tratado no otorgaban un "de­
recho de veto" respecto de la implementación de proyectos industriales por 
una de las pattes, s ino que imponían la obligac ión de intercambiar infor­
mación de buena fe bajo los procedimientos al lí establec idos o acordados 
por ambos Estados, obli gac iones que, de acuerdo con Uruguay, habían sido 
cumplidas 23 . 

20 lbíd. 
21 Affaire relative a des usines ... , Ordonnance, cit. , parágs. 48 y 67. Uruguay sostenía 

que la suspensión de los trabajos de construcción iba a ocasionar pérdidas económ icas im­
portantes debido a que se trataba de inversiones de gran envergadura para el país, las cuales 
iban a crear puestos de trabajo, entre otros beneficios económicos. 

22 lbíd., parág. 43 . En tal sentido, Uruguay hacía referencia a l art. 4 1 de dicho tratado, 
el cua l establ ece: "Sin perj ui cio ele las fu nciones asignadas a la Comisión en la materia. las 
Partes se ob li gan a: 

"a) Proteger y preservar el medio acuático y. en particular, prevenir su con tam inación. 
dictando las normas y adoptando las medidas apropiadas, de conformidad con los conve­
nios in ternacionales ap li cables y con adecuac ión. en lo pertinente, a las pautas y recomen­
daciones ele los organi smos técnicos internacionales. 

"b) No di sminuir en sus respectivos ordenamientos jurídicos: 
" 1) Las exigencias técnicas en vigor para preven ir la contaminación ele las aguas, y 
"2) La severidad ele las sanciones establecidas para los casos de infracción. 
"e) Informarse recíprocamente sobre toda norma que prevean dictar con relación a la 

contam inación ele las aguas, con vistas a establecer normas eq ui va lentes en sus respectivos 
ordenami entos jurídicos'·. 

23 Uruguay alegaba. además, que la disputa ya había sido resudta por un acuerdo emn.: 
los ministros ele relaciones exteriores ele ambos Estados. con fecha 2/312004 . Argen tina 
rechazó categóri ca mente esta interpretación. Según su posición. el acuerdo alcanzado só lo 
consistía en que Uruguay le transmitiría información sobre la planta "CMB" a la CJ\ RU 
- informac ión que no proveyó- y que dicha Comi sión iba a moniturear la ca lid ad de l ag ua 
en el área propuesta. Affaire re/ative a des usines .... Ordonnance. cit. . parágs. 43 y 50. 
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Argentina, contrariamente, cuestionaba las afi rmaciones de la deman­
dada. Según su postura, Uruguay nunca hab ía notifi cado formalm ente los 
proyec tos v inculados a la construcción de las plantas a la CA RU, tal como 
requería e l art. 7° de l Estatuto de 1975, ni tampoco había proporcio nado in­
formac ión adecuada ni a la CAR U ni a l grupo técnico de a lto ni ve l (GTAN) 
constituido por ambos Estados para intentar reso lve r la di sputa 24. 

Respecto de los derechos procedimentales in vocados por Argentina, 
la Corte deja para e l fondo del caso la cuestión ace rca de s i Uruguay cum ­
plió o no plenamente con las di sposic iones de l Estatuto de 1975 a l auto­
ri za r la construcc ión de las plantas. A l mi smo tiempo, la C IJ expre ó que 
no estaba convencida de que una supuesta v io lac ió n a tales derechos no 
pudiera se r remed iada en la etapa de l fo ndo del asu nto 25

• 

S in embargo, la Corte tomó nota de la interpretación del Estatuto de 
1975 dada por la Argentina en cuanto a que ex istía una ob ligación de no 
construcción a fa lta de acuerdo entre las partes respecto de un proyecto, a l 
menos hasta que la C IJ no reso lviera la di sputa 26

. 

Respecto de los derechos sustanti vos, la Corte reconoce la preocupa­
c ión de la Argentina acerca de la neces idad de proteger el med io ambien te 
natural y, en parti cular, la ca lidad de las aguas del río Uruguay. En tal sen­
t ido, la Corte reproduce una c ita jurisprudencia! contenida en la O pinión 
Consulti va sobre la lega lidad de la amenaza o e l uso de a rmas nuc leares y 
en e l caso concerniente a l Proyecto Gabc ikovo- agymaros, que d ice: ·'E l 
medio amb iente no es una abstracción s ino e l espac io donde v iven los seres 
hum anos y de l cua l dependen la calidad de v ida y la sa lud de e ll os, incluso 
de las generaciones futuras . La obligac ión genera l que tienen los Estados 
de asegurar que las activ idades que se rea licen dentro de los límites de su 
ju ri sdicción o bajo su contro l respeten e l med io ambiente de otros Estados 
o de zonas que no se encuentran bajo nin guna jurisdicción internacional 
for ma ahora parte de l cuerpo de reg las de l derecho internaciona l de l medio 
ambiente" 27

. 

Paralelamente a la neces idad de asegurar la protecc ión de la ca lidad 
de las aguas y de l medio ambiente de los recursos natura les compart idos, la 
Corte subraya la neces idad de permitir e l desarro llo económico sostenible, 
es decir, los derechos de desarro llo económico de los Estados ribereños 28 

24 !bid .. parág. 50. El mencionado grupo (GTAN) se reu ni ó entre e l 3/8/2005 y el 
30/ 1/2006. !bid , parág. 9. 

25 !bid. , parág. 70. 
2" !bid., parág . 7 1. 
27 !bid., parág. 72 . La traducción al españo l nos pertenece. 
2
" lb id .. parág. 80. 
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Según la Corte, no está en di scus ión que e l Estatuto de 1975 establ ece 
mecani smos comunes para la utilización y la protecc ión de l río. A través 
de sus deta llada dispos iciones se prev ió la cooperac ión entre las par1e en 
caso de activ idades que ocasionaran incidentes sobre e l medio ambi ente de l 
río, habiéndose creado --en palabras de l tribunal- " un régim en completo 
y novedoso". De acuerdo con la Corte, la CA RU - mecani smo común 
dotado de fun c iones reglamenta ri as, admini strati vas, técnicas, de gest ió n y 
de conci liac ión- constituye un e lemento signifi cati vo a l respecto, puesto 
que e l Estatuto de 1975 impone a las partes proveer a dicho organi smo de 
los recursos y las informac iones indispensables para su func io namiento. 
Puntua liza, as imismo, que e l mecani smo procesa l a llí establecido ocupa un 
lugar muy importante en e l régim en de l Estatuto de 1975 29

. 

3. Peligro en la demora: urgencia y riesgo de perjuicio irreparable 

La República Argentina sostuvo que la suspens ió n que e req uería a 
la Corte - tanto de la autorización para construir las plantas como de los 
trabajos de construcc ión mi smos- era e l med io necesario para evitar un 
perj uic io irreparable a su derechos bajo e l Estatuto de 1975. Si n esa me­
dida, los derechos de la Argentina respecto de l procedi m iento estab lec ido 
en e l Capítul o 11 de d icho tratado e tornaban " puramente teór ico " y la 
posibilidad de su ejerc ic io se podía perder defin it ivamente. La su pens ión 
era la única medida para ev ita r que la loca lización de l sitio de construcción 
de las pl antas se to rnara en un hecho consumado (jait accompli) e impedir 
que se agravasen las consecuenc ias económicas y socia les q ue aq ué llas 
causaban 30 . El lu gar e legido por Uruguay para insta lar la plantas era e l 
peor imagin ab le en términos de protección del med io de l río y tran fro n­
ter izo. Para Argentin a, e l daño ambienta l irreparable era, po r lo me nos, 
una probabilidad muy seria. Una vez construi das las plantas , n i siqu iera u 
desmant !amiento podía restaurar los derechos de Argentina concern iente 
a la protecc ión de l med io acuát ico, así como tampoco lo derivados de 
ob ligac iones procedim enta les 31

• 

Las med idas provis iona les so lic itadas tamb ién c umplían la func ión 
de ev itar perj ui c ios irrepara bl es respecto de l func ionam iento de la Cor1e, 
ya que e l tri bun al debía llegar a reso lver la disputa a través de un fa llo 

2" Jbid .. parág. SI. 
3

" lbid .. paníg . 66. 
31 lbíd. parág. 35. 
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sobre e l fondo que no estuviera prejuzgado por los actos unilate rales de 
Uruguay 32

. 

La s ituac ión de urgencia, para Argentina, e ra incuest ionable, teniendo 
en cuenta que la construcción de las plantas estaba en curso y avanzaba rá­
pidamente. La construcc ión misma ya estaba causando daños 33 y la puesta 
en marcha de las plantas estaba prev ista para fechas en las que no era pro­
bable contar con un fallo sobre e l fondo de l asunto 34

. 

Uruguay a legaba que no existía una amenaza inminente a ningún 
derecho de Argentina, de modo que e l pedido de medidas provi s ionales 
tenía que ser rechazado por no cumplirse con las cond ic iones de ri esgo 
de petjuicio irreparable y urgenc ia 35

. Para Urug uay aún debían cumplirse 
con bastantes condiciones para que las plantas comenzaran a funcionar y 
Argentina no había probado que los trabajos de construcció n iban a ca usa r 
contam inac ión a l río 36

. En todo caso, Uruguay afirmaba que la construc­
c ión de las plantas no constituía un hecho consumado susceptible de causa r 
perjuicio a los derechos de Argentina y que e ra su responsabilidad conti ­
nuar con los trabajos de construcció n, a ri esgo de tener que desmante la rlos 
en caso de un fallo desfavorable en su contra 37 . 

La parte demandada sostenía que tanto los estudios de impacto am­
biental ya rea li zados como los que se iban a rea li zar, así como los controles 
impuestos por los permisos otorgados y la legislación uruguaya, constituían 
una garantía de que las plantas, una vez que estuv ieran e n funcionamiento , 
no iban a causar ningún daño ni al río Uruguay ni a la Argentina. Uruguay 
afirmaba, además, que las plantas iban a utili zar una técnica mucho más 
moderna, más eficaz y menos contaminante que la utili zada en muchas 
plantas s imilares que funcionaban en la Argentina 38. 

32 lbíd., parág. 36. 
33 La Argentina hi zo referencia a los seri os efectos negat ivos que ocas ionaba la cons­

tnlcc ión de las plantas sobre el turi smo y otras ac ti vidades económicas de la región, tales 
como la suspensión de inversiones turísticas y la drástica di sminución del va lor de la pro­
piedad en la zona. 

34 Affaire relalive a des usines ... , Ordonnance, ci t. , parág. 37. En efecto, estaba pre­
visto el funcionam iento de la planta "Orion" para agosto de 2007 y de la pl anta .. CMI3" 
paraj uni o de 2008. 

31 lbíd . parág. 44 . 
31

' 1 bíd., parágs. 46-4 7. 
37 lbíd., parág. 47. 
3

' lbíd., parág. 45 . Asimismo, Uruguay sostenía que el Estatuto de 1975 no impon ía 
a las partes la prevención de cualquier contam inación del río, sin o sólo les requería tomar 
med idas apropiadas para prevenir ciertos ni ve les de contaminac ión. lbíd., parág. 54. 
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Argentina cuestionó, por su parte, la afirmación de que las plantas 
iban a utili zar los más a ltos estándares internacionales. Seña ló, a l respecto, 
que los límites de emisiones auto ri zados por Uruguay a la planta de E C E 
eran , por ejemplo, más de doce vece que e l promedio de límites de emi­
siones autorizados a si milares planta en Canadá 39

. 

Finalmente, Uruguay manifestó su vo luntad de respetar plenamente e l 
Estatuto de 1975 y se ofreció a rea li zar un mo nitoreo conjunto y constante 
con la Argentina de las consecuencias ambientales de la explotación futura 
de las plantas . También confirmó su intención de respetar el medio ambien­
te y todos los derechos humanos de los urug uayos y argentinos y expresó 
que las us inas iban a funcionar de acuerdo con las normas pertinentes de la 
Unión Europea que debían entrar en vigor en el 2007 40

. 

La Corte consideró que en el proceso que nos ocupa no había ningún 
e lemento que demostrara que la dec is ión de Uruguay de autorizar la cons­
trucc ión de las plantas creaba un riesgo inminente de perjuicio irreparable 
al medio acuático del río o a los intereses económi cos y soc iales de las 
poblaciones ribereñas establecidas en la costa argentina de l río 4 1

• Según 
la Corte, la Argentina no pudo demostrar que la construcción de las plantas 
const ituía una amenaza a los bienes referidos ni que la s impl e suspen ión, 
mientras durara el proceso ante la C IJ , fuera susceptible de borrar o de 
reparar las consecuencias económicas o social es atribuidas a los trabajos 
de construcción 42 . La demandante -según la Corte- tampoco probó en 
la etapa de medidas provisionales que la eventual contaminación que pro­
vocara el funcionamiento de las plantas fuera de naturaleza ta l que causara 
un perjuicio irreparable al río Uruguay 43

. 

La Corte agregó que incumbía a la CA RU asegurar la ca lidad de las 
aguas de l río, regulando y restringiendo al mínimo los nive les de contami­
napión. Tambi én sostuvo que e l riesgo de contaminación no revelaba ser 
inminente, ya que las plantas no iban a operar antes de agosto de 2007 (en 
e l caso de "Orion") y de junio de 2008 (en el caso de " C MB") 44

• 

Por tales motivos, la CIJ decidió que las circunstancia del caso no 
requerían la indicación de la med ida provis io na l concerniente a la suspen­
sión de la construcc ió n de las plantas 45

• Sin embargo, e l tribunal dejó en 

30 lb íd., parág. 5 1. 

"" lbíd .. parág. 56. 
" 1 bíd., parág. 73 . 
42 lbíd .. parág. 74 . 
n lbíd., parág. 75 . 
.. lbíd. 

" 5 lbíd., parág. 77. 
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c la ro que Uruguay asumía los ri esgos por las autori zac iones conferidas y 
la construcción de las plantas respecto de l fa llo sobre e l fondo de l asunto 
que la Co r1e pudiera dictar y que la construcción de las plantas en e l s itio 
e legido no podía crear un hecho consumado. Asimismo, la Cor1e reprodujo 
un párrafo de la prov idenc ia sobre medidas provis ionales emitida en e l 
caso del Paso por e l Gran Belt , e l cual establece: "S i se estableciera que la 
construcc ión de las o bras comporta un atentado a un derecho, no puede ni 
debe exc luirse a priori la posibilidad de una decis ión judicial que o rdene 
tanto cesar los trabajos como modifi car o desmantelar las obras" 46

. 

En cuanto a las demás medidas provisionales so lic itadas por la 
Argentina, la Corte hace las s ig ui entes afi rm ac iones: 

" 82. Cons iderando que, no obstante e l hecho de que la Cor1e no ha 
podido hacer lugar a la so li c itud de la Argentina para indicar las med idas 
provisionales ordenando la suspens ión de la construcción de las plantas, las 
Partes son llamadas a cumplir con sus obligac io nes en virtud de l derecho 
internac ional ; que la Corte desea destacar la neces idad de que la Argentina 
y e l Uruguay cumplan de buena fe los procedimientos de consulta y de 
cooperación prev istos por e l Estatuto de 1975 , teniendo a la CA RU como 
el foro prev isto para ese efecto; y que la Corte insta a ambas Par1es a abs­
tenerse de cualquier acto que pueda tornar más difíc il la reso lución de la 
presente disputa" ; 

"83. Cons iderando que la Corte recuerda al respecto que, como se 
indicó más arriba (ver parágrafo 56), e l agente de l Uruguay, inter alia, 
re ite ró, a l término de las audiencias, la 'voluntad [del Uruguay] de respetar 
plena y tota lmente e l Estatuto de l Río Uruguay de 1975 y su aplicación ' y 
reafi rmó '[c]omo expres ió n concreta de esa voluntad ... su ofrecimiento de 
rea li za r un monitoreo conjunto y constante con la República Argentina"; 

" 84. Cons iderando que, teniendo en cuentas las cons ideraciones prece­
dentes, y tomando nota, en part icular, de esos compromisos afi rm ado por 
e l Uruguay ante la Corte, la Corte no cons idera que haya fundamentos para 
hacer lugar a las medidas provi s ionales so lic itadas por la Argentina" 47

. 

4. No anticipación del fallo sobre el fondo del asunto 

Uruguay sostenía que era imposible que la Corte indicara la medida 
provisiona l de suspensión de la construcción de las plantas si n prejuzgar 
sobre el fondo del asunto de una manera que afectara en forma permanente 
y fundame nta l los derechos que Uruguay reivind icaba en este proceso judi-

"· lbíd., parág. 78. La traducc ión a l .:spa fio l es nuestra. 

H La traducción a l espal'io l es nues tra. 
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c ia l, es decir, e l derecho de continuar con las obras mientras la C IJ emitie ra 
la dec i ión fin a l de l caso 48

. 

La Corte no necesitó expedirse sobre este punto, ya que dec id ió no ind i­
car medidas provis iona les sobre la base de los fundamentos ya expuestos. 

[ 11. ALGU AS OBSERVACIO ES 

La Corte posee una gran disc recional idad en las dec isiones que adop­
ta respecto de cua lquier ped ido de medidas prov isiona les. E llo torna d if íc il 
predec ir con certeza e l resultado de sus prov idenc ias, má aún s i tomamos 
en cons iderac ión la renovada composic ión de l tribuna l, debido a la rec iente 
incorporación de nuevos magistrados . 

Antes de la decis ión de la Corte, a lgunas persona habían expresado 
que dicho tribun a l nunca iba a dictar las medidas prov is iona les so lic itadas 
en e te caso . Hubo qui enes incluso seña laron que la Corte jamás había in­
d icado medida prov is ionales en casos s imila res a l presente 49 y que só lo 
lo había hecho en asuntos vincul ados a graves vio lac ione a los derechos 
humanos. Muchos de esos comenta ri stas ta l vez no habían contemplado e l 
hecho de que la Corte indicó medidas prov is iona les en catorce casos 50

, 

<M Affaire relalive á des usines ... , Ordonnance, ci t. , parág. 55. 
4

'
1 Cabe destacar que en el caso concerniente al Proyecto Cabcikovo-Nagymaros no 

hubo pedido de med idas provisiona les. En cuanto al caso del Paso por el Gran Be/t . all í la 
CIJ rechazó el pedido de med idas prov isionales de Finlandia po r fa lta de urgencia. ya que 
el puente que iba a construi r Dinamarca en el Canal Este del Gran Be lt estaba prev isto para 
una fecha en la cual. supuestamente, iba a contarse con un fallo sobre el fondo del asunto 
(Cfr. "Case conccrning Passage through the Great Belt", Order, ICJ Repor/s , 29171199 1, 
p. 17, parágs. 23-24). Dicha circunstancia es completamente di fere nte a la del caso de las 
plantas sobre el río Uruguay, por cuanto la fecha prev ista para la finalización d..: la construc­
ción y puesta en marcha de las plantas sería anterior a la fecha en que la orte pueda dictar 
su fallo definitivo en este caso. El juez ad hoc Vinucsa en su opinión disidente respecto 
de este últ imo caso expresó: "A mi entend..:r. la ·implc y directa aplicación d..: e te mi mo 
criterio deb ió haber llevado a la Cort<.: a concluir que. en el prcsent<.: caso. el requi ito de 
·urgencia ' estaba cu mplido y que la Co rte debió proceder al dictado de medidas provisio­
nales .. (traducción no oficial). 

5
" Casos: Anglo-lrani an ( 195 1 ): Juri sdicción en materi a d..: p..:squerias - Reino 

Unido v. Islandia- ( 1972): Juri sdicción en materia de pesquerías - Rep. Fed. Akmana 
v. Islandia- ( 1972); Ensayos nuclcar..:s - Nueva Zc landia v. Francia- ( 1973): Ensayos 
nucleares - Australia v. Francia- ( 1973 ): Persona l diplomático y con u lar de los EE. U. 
en Teherán ( 1979); Acti vidades militares y paramilitares en y cont ra icaragua ( 1984): 
Controversia fronteriza - Burkina Faso/Malí- ( 1986): Aplicación de la Convención 
para la prevención y represión del crim en de genocidio ( 1993 ); Frontera terrestre y marí­
tima entre Camerún y Nigcria ( 1996); Convención de Viena sobre Relaciones Consulares 
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varios de ellos en situaciones que pueden equipararse a la acontec ida en el 
caso de las plantas sobre el río Uruguay, en cuanto a la urgencia y a los ries­
gos que aparejaban, o inc luso para proteger bienes de menor impottanc ia. 

Por ejemplo, en el caso de la Anglo Iranian Oil Company, la CIJ indi­
có med idas prov i ionales, una de las cuales prescrib ía que ambos Estados 
litigantes --el Reino Unido e Irán- no debían tomar medidas cuyo objeto 
fuera obstaculizar la continuac ión de la explotación industri al y comerc ial 
de la compañía petrolera Anglo !ranian 51

• 

En los casos de la Jurisdicción en materia de pesquerías (Reino 
Unido v. Islandia y Repúbl ica Federal de Alemania v. Francia), la CIJ con­
sideró que la ejecución de ciertas reglamentaciones por parte de Islandia 
(extensión de su jurisdicción marítima hasta las 50 millas marinas) podía 
perjudicar los derechos del Reino Unido y de Alemania (en materia de pes­
ca) y afectar la pos ibilidad de una plena restaurac ión 52 y en consecuencia 
indicó medidas prov isionales. Según el voto en disidencia del juez Padill a 
Nervo, el demandante no había probado el "daño irremedi able", puesto 
que só lo hab ía referencias a pérdidas fi nancieras de empresas y a que el 
hábito alimenticio de la gente se pett urbaría 53

. 

En los casos de los Ensayos nucleares (A ustralia v. Francia y ueva 
Zelanda v. Francia), la patte demandada alegaba que los efectos que in vo­
caban las demandantes respecto de los ensayos nucleares en re lac ión con el 
medio ambiente eran conjeturas. Sin em bargo, según los datos aportados, la 
CIJ entendió que no se excluia la posibilidad de un daí1o irreparable e in­
dicó medidas prov isionales para preservar los derechos de Nueva Zelanda 
y de Australi a respecto del depósito de radioactividad en el terri torio de las 
partes o is las dependientes 54

. El j uez ad hoc Barw ick, en su dec laración 
ac laró que de los info rmes aportados era razonable conclui r que los depó i­
tos de patt ículas radioactivas causarían probables daños, impos ibles de re­
parac ión adecuada 55

. Contrariamente, el magistrado Ignac io-P into, en su 

-"Breard"- ( 1998); La Grand ( 1999); Actividades armadas sobre el territorio del Congo 
(2000); Avena y otros nacionales mexicanos (2003 ). 

51 "Anglo-l rani an Oil Co. Case (Un ited Kingdom v. lran)", Order, 517/ 1951 , ICJ 
Reports, 195 1, ps . 93-94 . 

52 " Fishcrics Jurisdiction Case (U nited Kingdom ofGreal Britain and orthcrn ln.:l and 
v. lceland)" . Order, 17/7/ 1972. ICJ Reports 1972, p. 6. parágs. 2 1 y 22 ; ídem, "Federal 
Republic ofGermany v. lceland '', p. 34. parágs. 22 y 23 . 

l3 lbíd .. ps. 27 y 44. 

l < · ' ucl ear Tests ase (A ustralia v. France)'', Ordcr. 22/611973 , ICJ Reports, 1973 . p. 
105, parágs. 29 y 30; ídem, "New Zealand v. France'', p. 14 1, parágs. 30 y 3 l . 

55 Ib íd .. ps. 11 0 y 147. 



SIL VI NA S. GONZÁLEZ NAPOLITA O 187 

opinión dis idente respecto del caso de Nueva Zelanda v. Francia, se refirió 
al hecho de que ueva Zelanda había admitido que e l Reino Unido con sus 
ensayos nuc leares actuara aceptablemente en la Is la de Christmas (a 1.200 
millas de Tokélaou - islas dependientes de ueva Zelanda-), por lo tanto 
había fu ndado mal su demanda para impedir que Francia realizara explosio­
nes a 1.400 millas de Nueva Zelanda 56 . Asimismo, hizo alusión al texto de 
una publicación en la que se indicaba que no había riesgo para la salud de los 
habitantes de Nueva Zelanda por los ensayos nucleares franceses 57 . 

Ello prueba que la Corte pudo haber hecho lugar a las medidas prov i­
sionales so licitadas por la Argentina, o incluso pudo haber indicado medi­
das distintas de las requeridas, tal como propuso el juez ad hoc Vinuesa en 
su opinión disidente 58

. La jurisprudencia de la Corte avalaba cualquiera 
de esas dos posibilidades. 

Precisamente las c ircunstancias de este caso requerían la aplicac ión 
del principio precautorio (o de precaución), de modo que no era necesario 
comprobar en esta etapa que la construcción o e l func ionamiento de las 
plantas causaban o iban a causar un perjuicio irreparab le, sino que bastaba 
con advertir que no quedaba excluida la posibilidad de un daño irreparable 
al medio ambiente 59 . Cabe destacar que s i bien la jurisprudencia de la C IJ 
req uiere la existenc ia de un riesgo de daño o perjuicio " irreparable" a los 

5
" lbíd., p. l64 . 

57 lbíd. 
5
" Affaire re lalive a des usines ... , Ordonnance, cit. , Opini ón di sidente de l Juez ad hoc 

Yinuesa. Este magistrado sostu vo en ese sentido: ·'A tal fin , la mayoría de la Corte deb ió 
haber indicado, como medida prov isional, la suspensión temporaria de la construcción de 
las pl antas has ta tanto Uruguay notifique a la Co rte de l cumplimiento de sus ob ligac iones 
baj o el Es tatuto anteri ormente menc ionadas'' (traducción no oficia l). 

59 En el caso de l Atún de aleta azul ante el Tribunal Internacional del Derecho de l Mar, 
el juez Treves sostu vo que s i bien no estaba controvertido en dicho caso que el deterioro de l 
atún de aleta azul iba a ocurrir después de algunos años, " as there is scientific uncerta inty 
as to whether the situation ofthe stock has rccently improved. the Tribunal must asscss the ur­
gcncy of the prescription ofits measures in the light ofprudence and caution. This approach .. . 
may be called precautionary . . . While, of course, a precautionary approach by the parties in 
their future conduct is necessary, such precautionary approach, in my opinion, is neccssary 
al o in the assessment by the Tribunal of the urgency of the measures it might take. In thc 
present case, il would seem to me that the requirement o f urgency is sati sfied only in the 
light of such precautionary approach . ... "; Southern Bluefin Tuna Cases ( ew Zeala nd v. 
Japan; Austra lia v. Japan), O rder, 27/08/1999 < http ://www. itl os.org/ ... >, Separate O pi nion 
by Judge Tullio Trevcs. parág. 8. Asimismo. dicho magistrado expresó que ··a prccauti onary 
approach seems to me inherent in thc vcry notion of prov isional measures. Iris not by chancc 
that in some languages the very concept o f ' caution' can be found in the terms used to desig­
nate provisional measures: for instance, in lta lian, misure cautelari , in Portugucsc, med idas 
cautelares, in Spanish, medidas cautelares or medidas precautorias" : ibíd .. parág. 9. 
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efectos de la indi cac ión de las medidas prov isiona les, e l Estatuto de l Río 
Uruguay de 1975, por un lado, protege no só lo a l río y a sus áreas de in­
fluenc ia, como prescribe e l att . 13, sino que, po r e l otro, lo protege no só lo 
de un " perjuic io irreparable" sino de cualqui er " perjuic io sens ible" que 
pueda ser causado po r una obra proyectada. En este sentido, e l Estatuto de 
1975 contiene normas más estrictas para e l Estado que pre tende rea li za r 
una obra o de mayor protecció n ambienta l, en comparac ió n con otros tra­
tados internac iona les 60

. 

A l respecto, e l juez ad hoc Vinuesa sostuvo: 
" En e l Estatuto de 1975 la re lac ión entre las o bli gac io nes de carácter 

procesa l y las de carácte r sustanti vo es esencial en la impl ementac ión de l 
principio precautori o. En e fecto, como cla ramente lo establ ece e l art. 1°, e l 
mecani smo conjun to prev isto por e l Estatuto de 1975 es e l ámbito necesa­
rio para obtener un a utili zac ión óptima y rac iona l de l Río Uruguay. Como 
fuera explicado arriba, los obj eti vos y propós itos centra les de l Estatuto de 
1975 fueron predeterminados por e l art . 7° de l Tratado de Montev ideo de 
196 1, que condic ionó e l establec imi ento de l futuro Estatuto para la regula­
ción de la navegac ión de l Río, la conc lus ión de ac uerdos sobre pesca y la 
conc lus ión de ac uerdos para ev itar la contaminac ió n de l ag ua. El Estatuto 
es un c laro ejemplo de los nuevos regímenes de de limitac ió n en ríos que 
han desarro llado un deta ll ado procedimiento de cooperac ión entre Estados 
ribereños, a los efec tos de implementar derechos y obli gac iones sustanti vas 
para e l uso y conservac ión de un recurso natura l compart ido. El Estatuto de 
1975 consti tuye la expres ió n instituc iona l de una comunidad de intereses 
en la cual normas y principios sustantivos se entremezc lan con no rmas 
de procedimi ento. N orm as de procedimi ento y sustanti vas se fund en para 
cumplir con e l objeti vo y propós ito de Estatuto de 1975". 

" Debe tenerse en cuenta la c lara di stinc ión entre las so lic itudes de 
med idas ca ute la res que tienen por objeto preserva r un derecho a legado 
de aque ll as que, en c ierto sentido, t ienen por obj eto repara r una a legada 
vio lac ión de una o bligación de un tratado. En este ú ltim o caso, no existe 
oportunidad para reparar una v io laci ón a legada a través de l d ictado de una 
medida prov is iona l s in prej uzgar sobre e l fondo. Es o bvio que esa cuest ión 
debe ser soluc io nada en una etapa poste ri or" . 

" Sin embargo esto no es aplicable a la actual y futura impl ementac ión 
de un mecani smo conj un to preestab lecido por e l Capítulo 11 de l Estatuto. 

''" Durante las aud iencias, la Argen tina sostu vo quo.: la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar ( 1982) no contenía incluso di sposiciones equivalentes 
a las del Estatuto de 1975. Ver ""Audiencie publiqu..:··. 8/6/2006. Compte rendu. ps. 36-37. 
parág. 3 <hllp:llwww. icj-cij. org! .. >. 
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A l respecto, e l dictado de medidas caute lares, a la espera de una dec is ión 
fi nal obre e l fo ndo, sería apropiado para preservar e l mencionado dere­
cho procesa l así como e l derecho sustanti vo, intrínsecamente a oc iado con 
aquél bajo e l Estatuto" . 

[ ... ] 
"No obstante, como se afi rm a precede ntemente, cons idero que la au­

to ri zac ión y la construcció n de las plantas o las futuras auto ri zac io nes o 
construcc iones de otras plantas en e l Río Uruguay, no son pasos ne utra les 
ni inocentes. Las construccio nes están destinadas a tener un efecto directo 
que no es otro que la implementac ión fi na l y la operac ión plena de la 
plantas" . 

" En e l presente caso, la mayoría de la Corte ha conc luido también que 
la Argentina no ha produc ido ev idenc ia que pruebe que la futura operac ión 
de las plantas causará un daño irreparabl e a l medio am bi ente. Estoy en 
completo desacuerdo. Para a lcanza r una conclus ión semej ante, la mayoría 
de la Corte debió hacer referenc ia explíc ita en la O rden acerca de cómo 
eva luó la documentac ió n producida por las Partes. Lo que la Argentina 
debía probar, y lo que fin a lmente probó, es que las autori zacio nes de los 
trabaj os y la ej ecución de los trabaj os han generado un a base razonable de 
incertidumbre sobre los pro babl es efectos negati vos a l medio ambiente. 
Esto no es nada más que una aplicac ión directa de l princ ipio precautorio, 
que indi scutibl emente se encuentra en e l núc leo centra l del derecho am­
bienta l. En mi opinión, e l principio preca uto ri o no es una abstracc ión o un 
componente académico de un deseabl e ' soft law', in o una regla de dere­
cho dentro de l derecho inte rnac iona l genera l v igente a la fec ha" . 

"No obstante, no hay neces idad, en e l presente caso, de profundi za r 
más sobre la ex istenc ia de una regla genera l de derecho que establ ezca 
e l princ ipi o precautori o desde que dicho princ ipio ya ha si do, sobre una 
base convenciona l, inco rporado por Urug uay y Argenti na en e l Estatuto de 
1975 con e l propósito de proteger e l medio a mbi ente de l Río Uruguay. Ta l 
como establece c laramente e l a1t. 1°, e l objeto y fi n de l Estatuto de 1975 
es 'establecer los mecani smos necesari os para e l óptimo y rac iona l apro­
vechamiento del Río Uruguay'. La necesa ria parti c ipac ió n de la Comi s ión 
Admini stradora de l Río Uruguay (CA RU) en e l proceso de eva luac ión de l 
impacto ambienta l en e l Río Urug uay, reconoc ido como un rec urso natura l 
compartido, dentro de l pre-establec ido mecani smo conj unto v incul ante, 
constituye la esenc ial ga rantía lega l y ob li gato ri a para la aprop iada imple­
mentac ión de l mencionado princ ipio preca utori o". 

" La ex istenc ia de una razonable incert idumbre sobre e l riesgo de 
un daño irreparable en e l medio ambiente de l río ha s ido reconoc ida po r 
Urug uay cuando, en las audienc ias sobre medidas prov is iona les, afi rmó 
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que no había una evaluación ambiental final en relación con la operación 
de las plantas y que no se había aún emitido una autorización para la cons­
trucción de la planta CMB" 61. 

En casi todos los asuntos en donde la C IJ indicó medidas -provi sio­
nales, dispuso una medida de carácter general diri g ida a las partes a fi n 
de que se abstuvieran de real izar actos que pudiesen agravar o extender 
la controversia mientras el caso se encontraba pendiente 62 . Esto coincide 
justamente con la última medida prov isiona l so lic itada por la Argent ina . 
No hay suficiente fundamentaci ón en la prov idencia de la Corte acerca de 
por qué no se hizo lugar a dicha medida . 

La Corte rechazó algunas medidas provisionales so li c itadas sobre la 
base de las declaraciones efectuadas por e l Agente de Uruguay durante las 
audiencias y tomó nota de tales manifestac iones 63 . Algo s imilar ocurrió 
en otros casos en el seno de l Tribunal Internaciona l del Derecho de l Mar, 
donde ciertos representantes de las partes asumieron algunos compromisos 
durante e l proceso judicial por lo que e l Tribunal de l Mar tom ó nota de 
esos compromi sos. Sin embargo, en uno de esos casos e l Tribunal además 
requirió una medida provis ional di stinta de la so lic itada, dirig ida a ambas 
partes, con la fina lidad de proteger e l medio marino, teniendo en cuenta e l 
principio fundamental de cooperación para prevenir la contaminac ión 64 . 

En e l otro caso, e l Tribunal dispuso una medida prov is iona l dirig ida a am­
bas partes a fin de que cooperaran en e l estab lecimiento de un grupo de 
expertos independientes para determinar los efectos adversos que causa­
rían las obras en cuestión y también dirig ió otra med ida a la parte que iba 
a realizar dichos trabajos 65

. 

De la prov idenc ia que rechaza las med idas provis iona les pueden, no 
obstan te, rescatarse a lgunos puntos pos itivos: 

61 Trad ucción no oficia l de la opin ión disidente del juez ad hoc Vinuesa. 
62 Ello ocurr ió en los casos de la Anglo lranian (""Anglo-l rani an Oi l Co. Case ¡U nited 

Kingdom v. lran ]", Order, 5/7/ 195 1, ICJ Reports /95 1, p. 93), de la Jurisdicción en materia 
de pesquerías ("Fisheries Jurisd icti on Case l Uni ted Kingdom ofGreat Britain and orthern 
lreland v. lceland"], Order, 17/8/1972, ICJ Reports 1972. p. 17), de lo Ensayos nucleares 
("N uclear Tests Case lAustralia v. France]", Order, 22/6/1973, ICJ Reports 1973, p. 1 06), 
entre muchos otros. 

''
3 Affaire relative a des usines ... , Ordonnance, cit.. parág. 83 . 

64 ·The Mox Plant Case (lreland v. Uni ted Kingdom)". Order. 31121200 1, <hllp:llwww. 
itlos. orgl .. >, parágs. 81, 82 y 89. 

''5 "Case concerning Land Rec lamati on by Singapore in and around the Strait of Johor 
(Malaysia v. Singapore)", Order. 8110/2003, <http://www.itlos.orgl .. >, parág. 106. 
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l . La Corte reconoc ió la neces idad de proteger e l medio ambie nte y 
la calidad de las aguas de l río Uruguay 66 . 

2. La Corte hizo referencia en algunos párrafos a l hecho de que no 
consideraba probados los efectos que cau arían las plantas o su construc­
c ión, no só lo respecto de la ca lidad de las aguas sino también respecto de 
otros intereses, tales como económicos y sociales 67

. 

3. La Corte dej ó a sa lvo la pos ibilidad de que un fa llo futuro sobre e l 
fondo de l asunto ordenara la suspensión, modificac ión o desmante lamiento 
de los trabaj os de construcc ión de fas plantas. Aclaró que la construcc ión de 
las plantas en la loca li zac ió n dada no podía ser entendida como creadora 
de un hecho consumado. También tomó nota de que Uruguay asumió los 
ri esgos por las autori zac iones que dio y la construcc ió n de las pl antas res­
pecto de un fa llo futu ro en su contra 68

. 

4. La Corte reconoc ió que e l Estatuto de l Río Urug uay de 1975 es­
tablece una maquin aria conjunta para e l uso y la conservac ión de l río que 
requiere cooperac ión entre las partes y que este mecani smo constituye una 
parte muy importante de l rég inJ en de l tratado 69

. 

5. La C rJ instrum enta sus dec is iones sobre medidas prov is iona les a 
través de " prov idenc ias" que, a di fe renc ia de lo que ocurre con los fa ll os, 
no poseen autoridad de cosa juzgada y además la dec isión de la Co1te en 
esta etapa de medidas prov is iona les no prejuzga sobre e l fo ndo de l asunto. 
La Corte puede modifi car o revocar las medidas prov isiona les oto rgadas 70 

o indica r más ade lante las medidas que hubiera anteri orm ente rechazado. 
En ese sent ido, e l a1t. 75, inc. 3, de l Reglamento de la C IJ di spone: "El 
rechazo de una demanda de indicac ión de medidas prov is iona les no será 
obstáculo para que la parte que las haya so lic itado pueda presentar en e l 
mismo asunto una nueva demanda basada en hechos nuevos". No o bstante 
la ex istencia de esa di spos ic ión, por primera vez la Corte dijo expresa men­
te que esta decis ión no afectaba e l derecho de Argentina de hacer un nuevo 
pedido de medidas prov is iona les basado e n nuevos hechos 7 1

• Si bi en e l 
tribunal no hizo más que repetir lo que dice e l Reglamento, resul ta intere­
sante y oportuna la inclus ión de dicho párrafo . 

''" Affaire relative a des usines . .. Ordonnance. cit. , parág. 72. 

''
7 lb íd., parágs. 73-74. 

''" 1 bíd .. parág. 78 . 

"" lbíd., parág. 71. 
7
" C fr. art. 76, in c. 1, del Reglamento de la C IJ . 

71 Affaire relative a des usines ... , Ordonnance, c it. , parág. 86. 
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